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Bogotá D.C., diciembre 10 de 2019 

 

Honorables Magistrados y Magistradas 

Gloria Stella Ortiz 

Presidenta 

Alberto Rojas Ríos 

Vicepresidente   

Carlos Libardo Bernal Pulido  

Diana Fajardo Rivera  

Luis Guillermo Guerrero Pérez 

Alejandro Linares Cantillo  

Antonio José Lizarazo Ocampo  

Cristina Pardo Schlesinger  

José Fernando Reyes Cuartas  

CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA (Reparto) 

E.  S.     D. 

Ciudad  

 

Ref. Intervención ciudadana 

Expediente: D13517 

Interviniente: Juanita María Goebertus Estrada 

 

Juanita María Goebertus Estrada, identificada como aparece al pie de mi firma, actuando 

como ciudadana en ejercicio, presento la siguiente intervención ante la Honorable Corte 

Constitucional dentro del expediente de la referencia. 

 

El Acto Legislativo 04 de 2019 plantea serios problemas de inconstitucionalidad por 

sustitución de la Constitución y revela varios aspectos problemáticos que deben ser tenidos 

en cuenta por la Honorable Corte Constitucional al momento de decidir. La presente 

intervención se divide en tres partes. En la primera, mostraremos algunos elementos de la 

discusión del proyecto de acto legislativo, que muestran que siempre estuvo presente la 

preocupación por el cambio en el control que ejerce la Contraloría General de la República 

(CGR); la segunda, trae algunos elementos adicionales que podrían constituir una sustitución 

de la Constitución y que, en todo caso, deberían ser considerados por la H. Corte 

Constitucional en su análisis, pues apuntan a un análisis más amplio de los efectos de las 

normas constitucionales; y finalmente aportaremos unas breves conclusiones. 
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1. Apreciaciones acerca del control preventivo como coadministración o control 

previo dentro del trámite legislativo 

Dentro del trámite legislativo se hicieron diversas apreciaciones acerca del control previo, a 

pesar de que la gran mayoría de las ponencias durante los ocho debates fueron positivas, se 

demostró una preocupación generalizada para que el control preventivo y concomitante no 

se convirtiese en el control previo anterior a la Constitución de 1991 que generaba altos 

niveles de corrupción dada la posibilidad de coadministrar por parte del ente de control.  

 

Debate Intervenciones 

Primer debate, Comisión 

Primera de la Cámara de 

Representantes 

(09/abril/2019) 

 

Para el primer debate se presentaron dos ponencias 

positivas, sin embargo, los representantes Jorge Eliécer 

Tamayo, Elbert Díaz, Luis Albán, Juan Manuel Daza, 

Angela María Robledo, Germán Navas, Inti Asprilla y yo 

intervinimos mostrando preocupación con respecto al 

alcance del control concomitante y preventivo, puesto que 

podría caer con facilidad en el control previo existente 

antes de la Constitución de 1991, lo cual traía consigo una 

coadministración. 

Además, junto con Angela María Robledo presentamos 

ponencia sustitutiva que tenía como uno de sus sustentos la 

necesidad de mayor regulación del control preventivo y 

concomitante para que no hubiese coadministración.  

 

Segundo debate, Plenaria de 

la Cámara de Representantes 

(30/abril/2019) 

 

Para el segundo debate se presentaron dos ponencias 

positivas, sin embargo, los representantes Ángela María 

Robledo y Luis Albán intervinieron poniendo de presente 

la importancia de prevenir que el control preventivo se 

convirtiese en una coadministración.   

Además, junto con Luis Albán presentamos ponencia que 

reiteraba la preocupación de que el control concomitante y 

preventivo no tuviese la suficiente regulación por lo que 

podría terminar siendo una coadministración. 

 

Tercer debate, Comisión 

Primera del Senado 

(22/mayo/2019) 

Para el tercer debate, el senador Roy Barreras presentó 

ponencia positiva, sin embargo, el senador Carlos Guevara 

hizo énfasis en la importancia de que no exista una 

coadministración por parte de la Contraloría. 
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Cuarto debate, Plenaria del 

Senado (05/junio/2019) 

Para el cuarto debate se presentó ponencia positiva, sin 

embargo, la senadora Esperanza Andrade hizo énfasis en 

que el control preventivo no debe implicar 

coadministración.  

Quinto debate, Comisión 

Primera de la Cámara de 

Representantes 

(31/julio/2019) 

Para el quinto debate se presentó ponencia positiva, sin 

embargo, junto con el Representante Elbert Díaz 

presentamos nuestras dudas acerca de la carencia de 

regulación sobre las herramientas o instrumentos para 

evitar la coadministración, ya que no basta con solo 

mencionar en la Constitución que no será coadministración, 

pues se requieren herramientas institucionales precisas para 

evitar caer en los problemas afrontados antes de la 

Constitución de 1991 en esta materia. 

Sexto debate, Plenaria de la 

Cámara de Representantes 

(14/agosto/2019) 

Para el sexto debate se presentaron dos ponencias, una 

positiva y una negativa, esta última presentada por mi, 

donde señalé como uno de los problemas fundamentales del 

proyecto de acto legislativo el que persistiese la 

indeterminación para la prevención de la coadministración 

por parte del ente de control. 

Séptimo debate, Comisión 

Primera del Senado 

(02/septiembre/2019) 

Para el séptimo debate se presentó ponencia positiva, sin 

embargo, la senadora Angélica Lozano puso de presente la 

preocupación de que ese control preventivo y concomitante 

es en realidad un control previo y cae en una 

coadministración por parte del ente de control fiscal.  

 

Octavo debate, Plenaria del 

Senado 

(11/septiembre/2019) 

Para el octavo debate se presentó ponencia positiva, sin 

embargo, los senadores Iván Marulanda, Angélica Lozano 

pusieron de presente el riesgo de instaurar este nuevo 

modelo de control preventivo y concomitante, puesto que 

resultaría en revivir el control previo que permitía 

coadministrar a la contraloría. 

 

Como se evidencia, en todos los debates, tanto en Senado como en Cámara, se dejó en claro 

la preocupación frente al cambio del tipo de control fiscal ejercido por la CGR, no obstante 

las modificaciones profundizaron el alcance del control propuesto, acercándose más al 

modelo de control previo. En el texto radicado señalaba que  

 

“el control fiscal podrá ser concomitante y preventivo o posterior y selectivo, 

según sea necesario para garantizar la defensa y protección del patrimonio 
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público. La ley regulará su ejercicio y los sistemas y principios aplicables para 

cada tipo de control. El control concomitante será de naturaleza preventiva y no 

implica el ejercicio de coadministración.”  

 

Por su parte, el texto aprobado establece:   

 

“El control fiscal se ejercerá en forma posterior y selectiva, y además podrá ser 

preventivo y concomitante, según sea necesario para garantizar la defensa y 

protección del patrimonio público. El control preventivo y concomitante no 

implicará coadministración y se realizará en tiempo real a través del 

seguimiento permanente de los ciclos, uso, ejecución, contratación e impacto 

de los recursos públicos, mediante el uso de tecnologías de la información, con 

la participación activa del control social y con la articulación del control interno. 

La ley regulará su ejercicio y los sistemas y principios aplicables para cada tipo 

de control.” (negrillas propias) 

 

Esto muestra que a pesar de las preocupaciones sobre los riesgos de coadministración 

manifestadas reiteradamente durante el trámite legislativo, el resultado fue una afectación 

mayor a la separación y el equilibrio de poderes derivadas del modelo de control fiscal 

planteado en el Acto Legislativo 04/19. 

 

Coincido plenamente con lo señalado por el demandante: es claro que tanto la recaudación 

de información como la función de advertencia ocurren necesariamente con anterioridad a 

que la Administración tome la decisión, es decir en operaciones o procesos en ejecución, e 

incluso el control preventivo y concomitante se activa desde las fases de planeación, como 

se evidencia en el texto aprobado (“seguimiento permanente de los ciclos”). Además, la 

función de advertencia lo que principalmente busca es incidir en la toma de decisión de la 

administración, toda vez que busca que se adopten las medidas que considere procedentes 

para evitar el daño. Asimismo, el modelo propuesto abre la puerta a la interferencia de la 

Contraloría en las decisiones fiscales de la Administración Pública, debido a que, en primer 

lugar, es cierto que la mera posibilidad de sancionar, incluso con la suspensión del cargo, y 

la de hacer uso de la información recaudada en un proceso de responsabilidad fiscal posterior 

generan una presión suficiente en el gestor fiscal para que actúe y tome decisiones según le 

indica el órgano de control. 

 

El control preventivo y concomitante no ha sido diseñado de tal manera que logre 

diferenciarse del control previo y de esta manera poder prevenir una coadministración por 

parte del ente de control. Cambiar la denominación no modifica los efectos ni la naturaleza 

del tipo de control que se pretende implementar. 
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Además, también sucede que, si no se acatan las recomendaciones dadas, el control 

preventivo constituye un anticipo del control posterior, por lo cual se estaría prejuzgando al 

gestor fiscal y de esta manera se le estaría vulnerando el debido proceso disciplinario. 

Finalmente, también se está de acuerdo con el demandante con que el control preventivo 

genera una incompatibilidad axiológica con el control posterior, toda vez que a pesar de que 

las advertencias no sean vinculantes, sí resulta en una intromisión dentro de actividades 

administrativas ajenas a las propias y ocasionan que el control posterior se vea fuertemente 

ligado con las actividades realizadas con respecto al control preventivo. 

 

Por lo anterior, se coincide con el demandante en el examen de sustitución de la constitución 

se está de acuerdo con que se le ha atribuido a la Contraloría General de la República, de 

forma indirecta, funciones administrativas diferentes a las de su propia organización, toda 

vez que la entidad tendría que analizar y estudiar todos los elementos para la toma de las 

decisiones que generan gasto público de la misma manera en que lo realiza la Administración 

Pública, esto con el fin de averiguar si hay algún riesgo de deterioro del erario. Además, 

dicha intervención en la administración carece de cualquier control material, ya que su 

naturaleza no es la de un acto administrativo. 

 

2. Otros elementos del Acto Legislativo a tener en cuenta en el análisis de 

constitucionalidad  

El análisis consecuencialista de las decisiones judiciales, como Mathis precisa1, tiene en 

cuenta tanto el impacto al nivel micro (de las partes del caso y las consecuencias directas 

para ellas), como el nivel macro -frecuente en el análisis económico- (el precedente que 

condiciona actuaciones futuras y la eficiencia en la disposición de los recursos); este tipo de 

análisis reconoce que las decisiones judiciales tienen tanto de aplicación de normas pre-

existentes, como de creación del derecho, por tanto, es imposible mantener aisaldos los 

argumentos legales de los argumentos de política pública.  

 

Entonces, reconocer la dimensión de creación de derecho que tienen los jueces no implica 

dar carta blanca a la arbitrariedad, sino reconocer que están sujetos a limitaciones similares 

a las de los legisladores, donde, por ejemplo, las evaluaciones sobre el impacto de las 

decisiones tienen gran peso. Así, tener en cuenta esas limitaciones, en particular respecto a 

un análisis consecuencialista no solo aumenta la calidad de las decisiones judiciales, sino que 

                                                         
1 Klaus Mathis. Consequentialism in law. 2011. 
https://www.unilu.ch/fileadmin/fakultaeten/rf/mathis/Dok/5_Mathis_Consequentialism_in_

Law.pdf 
 

https://www.unilu.ch/fileadmin/fakultaeten/rf/mathis/Dok/5_Mathis_Consequentialism_in_Law.pdf
https://www.unilu.ch/fileadmin/fakultaeten/rf/mathis/Dok/5_Mathis_Consequentialism_in_Law.pdf
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las dota de mayor legitimidad, en tanto que al analizar los impactos las razones que sustentan 

la decisión deben ser expresas y motivadas. Dejar fuera de la discusión las consecuencias de 

los fallos al asumir que las decisiones judiciales responden únicamente a la aplicación 

silogística de las normas puede dar lugar a lo que señala Esser, citado por Mathis:  

 

“La autonomía total del derecho prohibe cualquier reflexión crítica por parte del 

intérprete respecto a las condiciones y motivaciones de su predispopsición y, por 

tanto, también evita cualquier verificacion racional y entrega al sistema legal a la 

manipulicación política al llevarlo al aislamiento ideológico”. 

 

Teniendo en cuenta la importancia del análisis de las consecuencias en las decisiones 

judiciales, hay dos aspectos que merecen ser resaltados en el análisis de constitucionalidad 

del Acto Legislativo 04 de 2019. Además del control preventivo y concomitante, el Acto 

Legislativo prevé la ampliación la CGR y para ello dispone el parágrafo transitorio del 

artículo 2 asignaciones presupuestales adicionales por un total de 600 mil millones de pesos 

y facultades extraordinarias del Presidente para reformar la estructura de la CGR. Por una 

parte, dichas asignaciones desconocen la división competencial entre el ejecutivo y el 

legislativo en materia presupuestal, propia de la separación de poderes; y, por otra parte, 

pasan por alto la necesidad de tomar decisiones trascendentales de política pública teniendo  

en cuenta (i) el equilibrio institucional entre las distintas Ramas y órganos que conforman el 

poder público; y (ii) razones suficientemente fundadas que garanticen el buen ejercicio de las 

funciones públicas. 

 

Respecto al primer aspecto, hay que anotar que la separación orgánica y funcional es un 

elemento fundamental de la separación de poderes pues, según lo ha manifestado la Corte 

Constitucional (C-031 de 2017) 

 

“permite, por una parte, limitar el alcance del poder que ejerce cada órgano y, 

por ende, restringir su indebida injerencia sobre la actividad de los asociados, lo 

que se traduce en el goce efectivo de una mayor libertad y; por la otra, asegura 

que los diversos órganos tengan un mayor grado de especialización institucional, 

y les den un manejo más técnico a sus funciones. Dicho manejo técnico se orienta 

a lograr que en un mediano o largo plazo exista una eficiente utilización y 

asignación de los recursos del Estado y, por lo tanto, se pueda cumplir con los 

fines impuestos a cada órgano o rama del poder público.” 

 

En ese sentido ha reconocido que si se sustituye la división funcional se altera la identidad 

de la constitución (C-285 de 2016): 
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“[E]l entramado constitucional apunta a desarrollar y concretar esta directriz: el 

artículo 121 prohíbe a las autoridades del Estado ejercer funciones distintas de 

las que le asigna el propio ordenamiento; el artículo 5 responsabiliza a los 

servidores públicos por la extralimitación en el ejercicio de sus funciones; el 

artículo 1 define al país como un Estado organizado en la forma republicana, lo 

cual presupone excluir los modelos estatales que avalan la concentración del 

poder y de las funciones estatales. Asimismo, a toda la organización institucional, 

y en general a la totalidad de la parte orgánica del texto constitucional, subyace 

el principio de separación de poderes, asignando a cada uno de ellos la función 

principal de legislar, administrar, juzgar, controlar, organizar las elecciones o la 

de controlar el funcionamiento estatal; si bien en ciertos casos excepcionales a 

un mismo órgano se le otorgan competencias para ejercer distintos roles, en 

cualquier caso el diseño institucional se encuentra atravesado por la división y 

separación funcional y por la prohibición de concentración y abuso del poder. En 

este orden de ideas, la Constitución de 1991 resulta irreconocible si se sustituye, 

total o parcialmente este principio, por un principio de concentración de poder.” 

 

Así, la separación funcional del poder, si bien permite la colaboración armónica, trae de suyo 

una división entre las tareas de legislar, administrar, juzgar, etc. Es tan claro este elemento 

que las excepciones a las funciones principales están expresamente consagradas, por 

ejemplo, la facultad del legislativo de juzgar a ciertos funcionarios investidos con fuero (arts. 

174 y 175 CN), o la posibilidad del ejecutivo de legislar en determinadas oportunidades (art. 

150-10 CN). Por tanto, modificar la Constitución para incluir disposiciones que surgieron 

desconociendo la separación de poderes y que consolidan, así sea de manera temporal, una 

situación que altera la división funcional es susceptible de sustituir la Constitución pues 

afecta de manera clara la separación de poderes.  

 

Bajo dicho presupuesto, un elemento fundamental de la separación de poderes tiene que ver 

con la escisión entre las facultades de administración, en cabeza del ejecutivo, y la creación 

de normas, de titularidad del legislativo. La separación entre estas funciones busca 

desconcentrar el poder del órgano de gobierno, por un lado, y fortalecer la democracia, 

mediante un órgano representativo, como el Congreso. La colaboración armónica entre el 

ejecutivo y el legislativo se da en dos escenarios generales previstos en la Constitución, a 

saber, (i) en la iniciativa legislativa del Gobierno para presentar proyectos de ley o de Acto 

Legislativo –en algunos temas de carácter privativo del ejecutivo-; y (ii) en el otorgamiento 

al Presidente por parte del Congreso de facultades extraordinarias para expedir normas con 

fuerza de ley –con límites respecto al tipo de ley. 
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Respecto al primer aspecto, la colaboración armónica y la separación funcional concurren en 

aquellos casos en los que la iniciativa legislativa sobre ciertos asuntos es exclusiva del 

Gobierno (art. 154 CN). Esos escenarios de colaboración armónica son de tal naturaleza pues 

implican el ejercicio de facultades de la administración, donde, por razones democráticas, 

debe haber participación del Congreso. Así, por ejemplo, los asuntos presupuestales tienen 

esta naturaleza. El Gobierno, a partir de consideraciones relacionadas con las necesidades de 

gasto público, le presenta al Congreso un proyecto de presupuesto que contiene un monto 

total y una propuesta de rentas y de apropiaciones; el Congreso aprueba el monto presentado 

por el Gobierno y el Congreso puede discutir sobre las distribuciones de dicho presupuesto, 

y cualquier modificación al respecto, requiere aval del Gobierno.   

 

En el Acto Legislativo de la referencia, no hubo colaboración armónica, sino que el 

legislativo se atribuyó la competencia de definir un gasto propio de la administración, no 

solamente indicando cómo debería gastarse (reestructuración de la CGR), sino cuánto y en 

qué vigencias. Esta creación de inflexibilidades presupuestales impide que el ejecutivo pueda 

ejercer de manera adecuada su competencia de definición, planeación y ordenación del gasto. 

Adicionalmente, las asignaciones presupuestales establecidas no se refieren a gastos que 

deban ser priorizados -caso en el cual podría admitirse excepcionalmente dicha injerencia-, 

por ejemplo, el gasto social, sino que corresponden principalmente a gastos de 

funcionamiento -reestructuración y ampliación de la planta de personal y de las asignaciones 

salariales. 

 

Las asignaciones establecidas conducen a que la CGR sea una entidad con enorme carga 

burocrática, pues pasaría de tener 7 contralorías delegadas sectoriales a 15, 7 Unidades a 9, 

3 Contralorías delegadas generales a 5, 0 contraloría delegada para las investigaciones (era 

una contraloría delegada general) a 2; y, conforme al Decreto 2037  de 2019 dichos cambios 

corresponden a más de 1600 nuevos cargos. Además de esto, el presupuesto sería duplicado 

en las siguientes tres vigencias y -solo por nombrar algunos ejemplos de entidades 

fundamentales para la implementación del Acuerdo de Paz y para el cierre de la brecha entre 

las zonas rurales y las urbanas, que deberían ser un gasto priorizado- sería equivalente a 4 

veces el presupuesto de la Agencia Nacional de Tierras, 5 veces el presupuesto de la Agencia 

de Desarrollo Rural, 9 veces el presupuesto de la Agencia para la Reincorporación y la 

Normalización, y 10 veces el presupuesto de la Agencia de Renovación del Territorio. Con 

los recursos adicionales que se le girarán a la Contraloría en los siguientes tres años, se 

podrían cubrir las transferencias de la Nación a cuatro Universidades públicas de región o se 

podrían financiar cerca de 8.500 obras de infraestructura agropecuaria en municipios PDET. 

 

Si bien son consideraciones de política pública, los impactos fiscales desproporcionados 

consecuencia del Acto Legislativo demandado, además de ocupar recursos que pueden 
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destinarse en gasto social, van en contravía del comportamiento fiscal responsable que desde 

2013 ha permitido que se mantenga el grado de inversión del país. Además, incluso con un 

comportamiento fiscal responsable, el Banco Mundial ha señalado que se necesitan medidas 

de consolidación fiscal adicionales para cumplir con la regla fiscal en el 2020, ya que a partir 

de este año, el impuesto sobre la renta corporativa será más bajo y los descuentos fiscales 

para el IVA pagado sobre los bienes de capital pesarán sobre los ingresos fiscales, esto 

consecuencia de la Ley de Financiamiento y el trámite de la Ley de Crecimiento en el 

congreso. Con lo anterior, el Gobierno debe fortalecer su prudencia fiscal. 

 

Ampliando lo señalado previamente, los incrementos en el presupuesto de la Contraloría 

General de la Nación son contrarios a un comportamiento fiscalmente responsable, en primer 

lugar, dado que la reforma al régimen fiscal fue aprobada con posterioridad a la aprobación 

del monto total del presupuesto, en 2020 implicó que otras entidades tuvieron que reducir su 

presupuesto para cumplir con el aumento establecido a la CGN. 

 

Adicionalmente, este proceso desconoció las prioridades que el Gobierno Nacional definió 

dentro de su Plan Nacional de Desarrollo. En este se definían como principios de la gestión 

fiscal, la eficiencia en el gasto, fortalecer los instrumentos para la asignación estratégica y 

responsable del gasto público e implementar el enfoque de presupuesto orientado a resultados 

en todo el gasto. Estos principios fueron ignorados en la aprobación del PGN como 

consecuencia de la reforma a la Contraloría.   

 

Además, nunca existió justificación para la definición de las asignaciones presupuestales. Ni 

en la exposición de motivos, y tampoco en los considerandos de los Decretos 2037 y 2038 

de 2019 se relaciona un estudio de cargas laborales que permita concluir que son necesarios 

1616 nuevos cargos y asignaciones adicionales por más de 600 mil millones de pesos, en 

lugar de una reforma en materia de eficiencia de procesos. Como se evidencia en la respuesta 

a un derecho de petición dada por el Departamento Administrativo de la Función Pública el 

29 de octubre de 2019 y que se anexa al presente documento2, una semana antes de la 

expedición de los decretos mencionados el DAFP no contaba con estudio de cargas laborales, 

en concreto, el director de dicha entidad señala que:  

 

“Al respecto me permito informarle que con relación al Acto Legislativo 4 de 

2019, a la fecha no se está tramitando acto administrativo alguno relacionado con 

                                                         
2La respuesta al derecho de petición mencionado es del 29 de octubre, pero el decreto de modificación 
de la planta es del 7 de noviembre (Decretos 2037 y 2038 de 2019), entonces no es claro que en tan 
solo una semana hayan logrado hacer el estudio que permita justificar toda la reestructuración de la 
CGR y su crecimiento en más de 1600 funcionarios 
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la modificación de la estructura y la planta de personal de la Contraloría General 

de la República. 

 

Sin embargo, el artículo 332 de la Ley 1955 de 2019 otorga facultades 

extraordinarias al Presidente de la República para reestructurar jerárquica y 

funcionalmente algunas dependencias de la Contraloría General de la República, 

razón por la cual actualmente se está llevando a cabo dicha reestructuración que 

contempla la modificación a la estructura y a la planta de personal de la entidad. 

 

Ahora bien, teniendo en cuenta que la modificación a la planta de personal de la 

Contraloría General de la República está en desarrollo, la información 

relacionada con las cargas laborales aún no se encuentra disponible”.  

 

Esto deja ver la arbitrariedad de la decisión, que no solo usurpa la división funcional entre el 

legislativo y el ejecutivo, sino que genera una situación presupuestal, que en un escenario 

fiscal complicado como el que enfrenta Colombia, resulta desproporcionada y a todas luces 

poco razonable, pues no está justificada en la exposición de motivos del proyecto, ni 

sustentada por un estudio de cargas laborales. 

 

Si bien el margen de control de la Corte constitucional es limitado en materia de actos 

legislativos, no debe dejarse de lado traer a la discusión estos elementos que muestran a todas 

luces el desbordamiento de las demás ramas del poder público en el ejercicio de sus 

competencias, y las consecuencias de las medidas adoptadas en materia fiscal y de diseño 

institucional del Estado. 

 

Integración normativa 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, le sugiero respetuosamente a la Honorable Corte 

Constitucional que integre normativamente el texto del acto legislativo, pues referirse 

únicamente al aparte demandado desconoce que otras medidas, en particular lo dispuesto en 

el parágrafo transitorio del artículo 2, pueden consolidar situaciones contrarias a la 

Constitución.  

 

En otras oportunidades la Honorable Corte Constitucional ha ordenado la integración 

normativa en el estudio de constitucionalidad de los actos legislativos3. Al respecto, de 

acuerdo con la sentencia C-579 de 2013 la integración normativa procede “(i) cuando un 

ciudadano demanda una disposición que, individualmente, no tiene un contenido deóntico 

                                                         
3 C-579 de 2013, C-285 de 2016 y C-699 de 2016. 
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claro o unívoco, de manera que, para entenderla y aplicarla, resulta absolutamente 

imprescindible integrar su contenido normativo con el de otra disposición que no fue 

acusada; (ii) en aquellos casos en los cuales la disposición cuestionada se encuentra 

reproducida en otras normas del ordenamiento que no fueron demandadas, con el propósito 

de evitar que un fallo de inexequibilidad resulte inocuo; (iii) cuando la norma demandada 

se encuentra intrínsecamente relacionada con otra disposición que, a primera vista, presenta 

serias dudas de constitucionalidad”. 

 

En el tercer supuesto de procedencia, cuando la norma se encuentra relacionada con otra que 

presenta dudas de inconstitucionalidad, procedería si la Honorable Corte Constitucional 

acoge las pretensiones del demandante. Los apartes demandados guardan estrecha conexión 

con el acto legislativo en su totalidad, toda vez que la asunción de un nuevo modelo de control 

fiscal se encuentra en el núcleo central del acto legislativo; por lo tanto, si la corporación 

encuentra que los apartados demandados son inexequibles por haber sustituido la 

Constitución, se tendrá que realizar una integración normativa con el resto de la disposición 

jurídica que quedaría sin su centro esencial que permita justificarla. En tanto el Acto 

Legislativo 04 de 2019 establece como una forma de fortalecimiento de control fiscal el 

control concomitante y preventivo, y para ello prevé la ampliación de la estructura de la CGR, 

la integración normativa debe hacerse pues las competencias y los recursos para ampliar la 

planta quedarían sin sustento de mantenerse el control posterior como lo previó la Asamblea 

Nacional Constituyente.  

 

3. Conclusiones 

El trámite del acto legislativo acusado evidencia, por una parte, que hubo poca disposición 

de discutir una reforma tan trascendental para el diseño institucional como el cambio en el 

tipo de control fiscal ejercido por la CGR; y, por otra parte, el Congreso excedió sus límites 

competenciales al sustituir la Constitución y a determinar aspectos que son propios de la 

administración. 

 

Como lo afirma la demanda, el control preventivo y concomitante es en la práctica un control 

previo que desconoce la separación de poderes pues, como la experiencia previa a la 

Constitución del 91 lo demuestra, la CGR ejerce su control incurriendo en una 

coadministración donde se despoja al ejecutivo de su facultad de definir y ordenar el gasto. 

Asimismo, los efectos de lo dispuesto en el Acto Legislativo, en particular respecto a las 

asignaciones presupuestales adicionales y a la reestructuración de la CGR dan lugar a (i) 

inflexibilidades presupuestales que afectan el ejercicio de las funciones del ejecutivo en 

materia de definición del gasto público; y (ii) a consolidar una decisión de política arbitraria 

que aumenta en exceso la carga burocrática de la CGR. 
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4. Solicitud 

En virtud de lo expuesto, amablemente le solicito a la Corte Constitucional que: 

1. Acoja las pretensiones del demandante 

2. Realice la integración normativa del parágrafo transitorio del artículo 2. 

 

Se anexa la respuesta anunciada remitida por el Departamento Administrativo de la Función 

Pública. 

 

De los Honorables Magistrados y Magistradas, 

 

 
Juanita Goebertus Estrada 

C.C. 35.221.518 

 

 

 


